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    Dedicamos estas páginas a los líderes sociales que viven en los territorios más golpeados por la violencia. Solo existirá una paz estable y duradera el día en que ellos puedan ejercer su liderazgo sin que los amenacen o los asesinen.

  


  
PRÓLOGO 
 La paz de Uribe



  Por Daniel Coronell


   


   


   


  La oportunidad de dejar en el pasado medio siglo de guerra se estrelló contra la enfermedad de poder de un solo hombre. Uno solo, pero el más poderoso que haya conocido la historia de Colombia. Álvaro Uribe, interesado en conservar el mando del país —inicialmente por interpuesta persona—, ha dedicado sus últimos años a la tarea de impedir que los acuerdos de paz, logrados por el gobierno de Juan Manuel Santos, se concreten. Ha sido incesante su labor para construir una formidable —y tal vez invencible— pista de obstáculos a la implementación del acuerdo.


  Lo curioso es que se puede probar que el propio Uribe sostuvo durante su gobierno posiciones muy similares a las pactadas entre las Farc y Santos.


  El libro de los exministros Juan Fernando Cristo y Guillermo Rivera nos ofrece una oportunidad para conocer las intimidades de la última fase de negociación, los errores en los que incurrieron tanto las Farc como Santos.


  Las Farc dilataron tontamente la negociación esperando conseguir más, cuando lo único que lograron fue quitarle respaldo ciudadano a los diálogos. Juan Manuel Santos cometió al menos dos errores muy graves: el primero, apostarle al plebiscito como mecanismo refrendatorio, cuando no era necesario, pensando en ganar el partido por gol olímpico y sepultando electoralmente a Uribe. La jugada le salió al revés. El segundo, fue haber impulsado la elección de Néstor Humberto Martínez como fiscal general, sometiendo el tema más sensible para el futuro de Colombia a la ambiciosa agenda de política de Martínez que llegó a la Fiscalía buscando un trampolín para la Presidencia y se fue de ella por la puerta de atrás, reclamándose como apóstol contra la JEP.


  También contó la elección de Carlos Bernal como magistrado de la Corte Constitucional. Santos fue negligente y no hizo la tarea de averiguar quién era antes de apoyarlo con el llamado guiño en el Congreso. El jefe de Estado vino a enterarse después de su elección que Bernal pertenecía a uno de los grupos cristianos que se había opuesto a la paz asegurando que el acuerdo con las Farc introduciría a Colombia la llamada “ideología de género”, una falacia homofóbica que sirvió para alinear a millones de evangélicos contra el plebiscito. El magistrado Bernal, apenas horas después de su posesión, hizo la mayoría con su voto para entregarle al Congreso la posibilidad de modificar los acuerdos y dilatar la aprobación de estos.


  Sin embargo, nadie como Uribe ha ido tan lejos en la estrategia contra el acuerdo de paz. Una estrategia con muchas capas de elaboración, pero sostenida al final en dos argumentos: que sólo habrá paz si los máximos dirigentes de las Farc van a la cárcel y que no puede permitirse la elección de los antiguos cabecillas en cargos de representación popular.


  Esos dos puntos son en últimas lo que hace posible la terminación de un conflicto armado. Ninguna guerrilla en el mundo acepta firmar un tratado cuyo resultado consista en que sus dirigentes vayan presos y no puedan hacer política.


  Eso es tan evidente que durante su mandato Álvaro Uribe sostuvo públicamente la necesidad de flexibilizar y constitucionalizar normas para llegar a un eventual acuerdo de paz con la guerrilla. Lo dijo sin siquiera haberse sentado con ellos, sólo como una señal para iniciar una negociación.


  Uribe era consciente de que la acción militar, por sí sola, no garantizaba la desaparición de las Farc. Son varias sus declaraciones en ese sentido, pero quizás las más contundentes fueron emitidas y grabadas en el año 2006 y han pasado prácticamente desapercibidas, o por lo menos han sido sepultadas por sus discursos de ahora que claman por la “no impunidad” y la “no elegibilidad”.


  Ese martes 3 de octubre de 2006, el entonces presidente de Colombia habló ante la prensa en una sala de conferencias de la Casa de Nariño. A propósito de nada, sólo para mandar un mensaje a la guerrilla, Uribe sostuvo que estaba dispuesto a reunirse con el líder histórico de las Farc, Manuel Marulanda, conocido con el alias de Tirofijo, y con los otros miembros de la cúpula del grupo guerrillero. La aceptación fue formulada en estos términos:


  “Quiero recordar a los colombianos que el gobierno tiene tanta firmeza con la Seguridad Democrática, como apertura hacia la reconciliación. Finalmente la Seguridad Democrática, por eso es democrática, es un camino hacia la paz. Si hay buena fe, un proceso expedito de paz, no un engaño y esa reunión diere una contribución, yo no tendría inconveniente en hacerla”.


  La sorpresiva declaración fue seguida por una comparación entre lo que ofrecía la Ley de Justicia y Paz, desarrollada por Uribe como marco de negociación con los grupos paramilitares, y lo que necesitaría el país para negociar con las guerrillas:


  “La Ley de Justicia y Paz, que para sus críticos es muy benigna con los paramilitares, no la van a aceptar las guerrillas. En el momento en que haya un proceso de paz con las guerrillas se necesita una legislación todavía mucho más benigna y en ese instante los paramilitares van a pedir que se aplique el principio constitucional de la extensión de favorabilidad”.


  El mismo Uribe que hoy reprocha que los acuerdos con las Farc sean integrados a la Constitución Nacional proclamaba esto hace trece años:


  “El país tiene que estar preparado, si se da un proceso de paz, para hacer unos cambios en el ordenamiento jurídico que seguramente van a tener que estar insertados en el nivel constitucional. Y eso empieza a crear la necesidad de una asamblea constitucional o constituyente para ese momento, que tendría que ser previa dejación de armas”.


  Amable lector, le ruego que regrese unas líneas para subrayar que el propio Álvaro Uribe usaba la expresión “dejación de armas”, la misma que después volvió un caballito de batalla contra los acuerdos reclamando que en lugar de la sospechosa “dejación” se hablará más bien de “entrega”. Esa dejación, de la que hablaba Uribe, era el único requisito exigido para que los miembros de las Farc pudieran ser elegibles para una asamblea constituyente cuyo poder ciertamente habría sido mayor del que tienen hoy con las curules de Senado y Cámara acordadas en La Habana.


  Y aquí empieza la parte más interesante de esas declaraciones de Uribe en el año 2006. En esa ocasión —que ahora quisiera borrar— sostuvo que si un posible acuerdo de paz establecía que los guerrilleros fueran al Congreso, deberían cambiarse las normas para permitir la elegibilidad de personas involucradas en delitos atroces:


  “Si un acuerdo de paz exige que vayan al Congreso, ese obstáculo seguramente habrá que removerlo con una norma constitucional. Por ejemplo, la Ley de Justicia y Paz nunca pretendió alterar lo que hay en el ordenamiento jurídico, que prohíbe la amnistía y el indulto para los delitos atroces. Seguramente en un acuerdo de paz con las guerrillas eso habrá que llevarlo a un texto constitucional”.


  Las declaraciones no eran una postura académica de Uribe. La razón era otra. En absoluto secreto avanzaba un acercamiento con las Farc para buscar la liberación de los diputados a la Asamblea del Valle y el inicio de un proceso de paz. De la operación sólo tenían conocimiento seis personas. Una de ellas era el economista y empresario vallecaucano Henry Acosta Patiño.


  Pocos días antes, Acosta había ido a una zona montañosa, cercana a Buga, para encontrarse con Pablo Catatumbo, uno de los máximos jefes de las Farc, y entregarle un documento llamado carta/borrador que había sido elaborado por Luis Carlos Restrepo, alto comisionado de paz de Álvaro Uribe.


  El papel titulado “Carta a Farc VIII 27 06” es una diciente muestra de lo que Uribe estaba dispuesto a entregar a las Farc, incluso antes de iniciar una negociación.


   


  “Señores Farc 

Pablo Catatumbo 

Miembro del Estado Mayor


  El portador de la presente ha venido adelantando, con conocimiento del Gobierno Nacional, conversaciones con Usted para valorar la posibilidad de avanzar de manera discreta en el camino que conduzca a un acuerdo humanitario, y eventualmente un proceso de paz.


  Creemos que las condiciones están dadas para llevar a cabo una reunión donde se aborden temas como los siguientes: condiciones para desmilitarizar una zona de encuentro; seguridad para los representantes de las Farc; seguridad para los habitantes de la zona; propuestas para un acuerdo humanitario; posición del Gobierno en torno a la extradición de miembros de las Farc en relación con un proceso de paz; viabilidad de un cese de hostilidades con reciprocidad gubernamental; punto de vista del gobierno en torno al conflicto (¿armado?) y pasos para un proceso de paz exitoso.


  El portador de la presente está autorizado para avanzar en este camino en coordinación con el Alto Comisionado para la Paz.


  Atentamente


  Luis Carlos Restrepo


  Alto Comisionado para la Paz”


  El papel, sin firma autógrafa, pero autorizado tanto por Restrepo como por el entonces presidente Uribe planteaba casi todo lo que después se volvería reprochable —a sus ojos— cuando fue implementado por Santos: llevar la aplicación de la extradición de guerrilleros a la mesa de negociación, declarar un cese al fuego bilateral y reconocer la existencia del conflicto. Aún más, Uribe llegó a ofrecer una zona desmilitarizada para lograr el acuerdo humanitario y el inicio de un proceso de paz que jamás tuvo lugar. Once de los doce diputados, secuestrados por las Farc fueron asesinados en cautiverio al año siguiente de estos contactos.


  La gestión fallida había sido iniciada por lo menos dos años antes, en 2004, con la mediación de un legislador que acercó a Henry Acosta con el gobierno Uribe. Acosta tenía contacto y acceso a Pablo Catatumbo.


  En la fase final de la elaboración de la carta/borrador Henry Acosta fue traído a Bogotá desde Pasto en un vuelo privado para reunirse con Álvaro Uribe y Luis Carlos Restrepo. Ese encuentro tuvo lugar el viernes 2 de junio de 2006.


  Dos semanas después, Uribe se encontró con Acosta en una habitación del Hotel Intercontinental de Cali. En el encuentro estuvieron presentes Luis Carlos Restrepo y la esposa de Acosta, Julieta López.


  Además de la carta/borrador, Acosta le llevó a las Farc un detallado documento con coordenadas precisas para un encuentro entre el grupo guerrillero y el gobierno Uribe. El papel establece la ubicación de las unidades del Ejército para crear un “Sistema de seguridad para un Encuentro Humanitario en la Cordillera” y está fechado en Octubre 3 de 2006, apenas tres días antes de las reveladoras declaraciones de Uribe.


  Los intentos de aproximarse a las Farc, a través de Henry Acosta, duraron más de un año y sólo fueron interrumpidos cuando Uribe decidió que su intermediario con las Farc sería el entonces presidente de Venezuela, Hugo Chávez.


  Del relevo de mediador también quedó una imborrable huella en una carta de Luis Carlos Restrepo a la hoy condenada directora del DAS, María del Pilar Hurtado.


  La comunicación del 30 de octubre de 2007 suspende la autorización de Acosta en estos términos: “Con el fin de dar prioridad a la labor facilitadora que adelanta la senadora Piedad Córdoba con el apoyo del señor presidente de la República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías, el canal de comunicación que se mantenía con ‘Pablo Catatumbo’ queda suspendido”.


  Es llamativo que Uribe, que tanto ha alertado sobre la amenaza castrochavista supuestamente contenida en el acuerdo con las Farc, olvide que fue él quien invitó a Chávez a mediar con la guerrilla.


  El ahora paladín de la justicia en contra de la impunidad establecida, según él, por el acuerdo de paz, decía otra cosa sobre el balance entre justicia y paz, cuando era presidente.


  El 30 de septiembre de 2003, ante la Asamblea General de Naciones Unidas, un conmovido Uribe se pronunció ante los representantes de todos los confines del mundo:


  “Comprendo la preocupación que surge de atenuar la justicia frente a delitos graves, pero también debe entenderse que en un contexto de 30.000 terroristas, la paz definitiva es la mejor justicia para una nación en la cual varias generaciones no han conocido un día sin actos de terror”.


  Si a alguien no le parece suficiente aquí hay otro fragmento de ese olvidado discurso:


  “Hay momentos que demandan ajustar la ecuación entre justicia y paz para que esta llegue y se consolide. Llevamos con nosotros lo expresado por el secretario general, Kofi Annan, quien ha propuesto un magnífico balance entre la necesidad de la justicia y la de salvar vidas inocentes”.


  ¿Por qué lo que era válido para buscar la paz en el gobierno de Uribe resulta reprochable en el acuerdo de paz firmado por Santos?


  La primera respuesta es sencilla: porque la “paz de Santos” no le sirve a Uribe. Las demás están a lo largo de este apasionante libro.


  
INTRODUCCIÓN 
 El tal conflicto armado sí existe



  La elección de Álvaro Uribe en el año 2002 marcó tres hitos electorales:


  Era la primera vez, después de la Constitución de 1991, que un candidato presidencial había logrado ser elegido en la primera vuelta.


  No obstante haber pertenecido al Partido Liberal llegó a la Presidencia con un aval distinto y enfrentando al candidato de su antigua colectividad.


  Y, por primera vez, un candidato presidencial fue elegido con un claro mensaje de superar el conflicto armado mediante la derrota militar de las guerrillas, especialmente las Farc. Su tesis de campaña fue la existencia, no de un conflicto armado, sino de una amenaza terrorista a las instituciones democráticas.


  Haber sido elegido en primera vuelta (mayoría absoluta) con un discurso que desconocía la existencia del conflicto armado en medio del desprestigio de los diálogos del Caguán y de un crecimiento exponencial de las Farc le permitió a Uribe posicionar su narrativa con gran éxito en el imaginario colectivo. Pasamos de ser una sociedad que en las últimas décadas había pensado mayoritariamente que la salida política al conflicto armado era la más adecuada, a ser una sociedad cuyas mayorías empezaron a migrar hacia la idea de que las Farc era una organización terrorista a la que se podía derrotar militarmente.


  Los éxitos militares del gobierno de Uribe contra las Farc lo catapultaron en la opinión pública y así mismo su tesis de inexistencia del conflicto armado.


  Después de cada operación militar en la que caía muerto un comandante importante de las Farc, solía decirse que se trataba del principio del fin de esta guerrilla. Igual ocurrió con las operaciones que permitieron rescatar con vida a un grupo importante de secuestrados.


  No obstante la retórica de Uribe de desconocimiento del conflicto armado, apenas inició el gobierno en el año 2002, presentó un proyecto de ley para convocar un referendo constitucional y una de las preguntas que buscaba someter a la consideración de los ciudadanos era la de adicionar un parágrafo a la Constitución que decía lo siguiente:


  “Con el fin de facilitar la reincorporación a la vida civil de los grupos armados al margen de la ley, que se encuentren vinculados decididamente a un proceso de paz, bajo la dirección del Gobierno, este podrá establecer, por una sola vez, circunscripciones especiales de paz para las elecciones a corporaciones públicas que se realicen antes del 7 de agosto del año 2006, o nombrar directamente, por una sola vez, un número plural de congresistas, diputados y concejales, en representación de los mencionados grupos en proceso de paz y desmovilizados.


  El número será establecido por el Gobierno Nacional, según la valoración que haga de las circunstancias y del avance del proceso. Los nombres de los congresistas, diputados y concejales a que se refiere este artículo, serán convenidos entre el Gobierno y los grupos armados, y su designación corresponderá al Presidente de la República”.


  Esta iniciativa fracasó pero claramente su objetivo apuntaba a garantizarle a los paramilitares curules en las corporaciones públicas de elección popular. A esta conclusión se puede llegar porque luego se vino a saber que desde la hora cero del periodo de gobierno existieron acercamientos con comandantes paramilitares para ambientar con estos un proceso de negociación con el objetivo de lograr su desmovilización.


  Mientras esto ocurría, el fenómeno del desplazamiento forzado no daba tregua en la mayor parte de la geografía nacional. Los juzgados y los tribunales se atiborraron de acciones de tutela de miles de colombianos que demandaban atención del Estado frente al drama que estaban viviendo por haber tenido que salir huyendo de sus territorios por el temor de perder su vida. La Corte Constitucional seleccionó varias de esas tutelas y emitió en el año 2004 una sentencia en la que declaró que la situación de esos colombianos evidenciaba un “estado de cosas inconstitucional” porque sus condiciones de vida eran contrarias a los valores predicados en la Constitución. Esa fue para entonces la decisión judicial más importante de reconocimiento de víctimas del conflicto armado.


  Entre los años 2003 y 2005, el gobierno de Uribe adelantó una negociación con las estructuras paramilitares. Para esos efectos, no obstante las críticas que el uribismo le hace ahora al acuerdo de paz con las Farc por contemplar sanciones no privativas de la libertad, en el año 2003 el gobierno de entonces presentó ante el Congreso el proyecto de ley de alternatividad penal que excluía la cárcel para los paramilitares que se desmovilizaran y se reincorporaran a la vida civil. La iniciativa no logró superar ni siquiera su primer debate y finalmente un nuevo proyecto fue aprobado en el año 2005. Este incluyó penas de cinco a ocho años a cambio de verdad, reparación y no repetición. Hay que anotar que en el texto que salió aprobado en el Congreso se incorporó para los paramilitares el delito de sedición (delito político) en los siguientes términos: “También incurrirán en el delito de sedición quienes conformen o hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar interfiera con el normal funcionamiento del orden constitucional y legal. En este caso, la pena será la misma prevista para el delito de rebelión”. Esta disposición fue declarada inexequible por la Corte Constitucional por vicios de forma. De lo contrario es probable que los paramilitares desmovilizados hubieran buscado la conexidad entre los delitos a ellos imputados con el delito de sedición para obtener una amnistía o un indulto. A pesar de las críticas del uribismo a los beneficios de las Farc en virtud del acuerdo de paz, hay que recordar que mediante este artículo ellos propusieron lo mismo para los paramilitares. En dicha sentencia la Corte demandó un mayor énfasis en la reparación a las víctimas de este modelo de justicia transicional diseñado para los paramilitares.


  Hasta ese momento el reconocimiento de las víctimas y las exigencias para lograr su reparación era un asunto que lideraba con valentía la Corte Constitucional y frente a lo cual coadyuvaban algunas fuerzas políticas minoritarias en la rama legislativa.


   


   


  En julio del 2007 se desarrolló en el Congreso una audiencia pública para escuchar por primera vez en la historia a las víctimas del conflicto que hasta ese momento eran invisibles para los medios de comunicación, la clase política y la sociedad en general. Con el entusiasta apoyo de la fundación Víctimas Visibles y de la Iglesia católica, llegaron hasta el capitolio nacional más de ochenta víctimas de todo el país: de masacres paramilitares como la del Naya y El Salado; de actos de extrema barbarie de las Farc como el atentado al club El Nogal y la masacre de Bojayá en el Chocó; del ELN en Machuca, de agentes del Estado y de Pablo Escobar. Las escuchamos durante más de diez horas. A pesar de que a lo largo de la sesión la mayoría de los senadores abandonaron el recinto, fue un acto conmovedor de solidaridad con quienes habían sufrido tanta violencia y, sin pensarlo, el germen de lo que luego sería la ley de víctimas y restitución de tierras en la que trabajaríamos intensamente en los años siguientes.


  Como resultado de esa audiencia concluimos que un solo día de acompañamiento a las víctimas como una política de reconocimiento y atención a ellas era insuficiente. Determinamos también que la sociedad tenía una enorme deuda moral con quienes padecieron directamente las consecuencias de la guerra. Nos animamos a presentar un proyecto de ley que reconociera los derechos de las víctimas sin imaginar jamás la intensa controversia que se desataría en el país.


  Esta iniciativa consagraba un reconocimiento tácito del conflicto armado porque uno de los fundamentos de la reparación era la violación, entre otros, de los derechos protegidos por el Derecho Internacional Humanitario. El proyecto empezó su tránsito por el Senado y fue aprobado en la comisión primera sin mayores inconvenientes, casi que por pupitrazo ante el descuido del gobierno y la solidaridad de los colegas.


  Cuando correspondió el turno a la plenaria de esa corporación, el gobierno reaccionó a través del entonces ministro del Interior, Carlos Holguín, quien intentó frenarlo sin plantear una oposición abierta para evitar el costo ante la opinión pública. Finalmente, después de varios debates que se desarrollaron con altura, el proyecto salió adelante con algunas modificaciones sugeridas por el gobierno y sus aliados. En todo caso, la aprobación en la plenaria le costó el cargo a Carlos Holguín


  Cuando la iniciativa llegó a la Cámara en el segundo semestre del 2008 ya había asumido la cartera del interior Fabio Valencia Cossio, conservador de militancia como su antecesor, pero más obsecuente que este con la indisposición que el presidente Uribe tenía frente al proyecto. Antes de iniciar formalmente las discusiones en la comisión primera de la Cámara, gracias al apoyo del Programa de Desarrollo de Naciones Unidas, PNUD, desarrollamos audiencias en diez capitales de departamento con más de cuatro mil víctimas para darles a conocer el texto y oír de ellas sus opiniones. Fue una experiencia desgarradora desde el punto de vista humano porque fuimos testigos de cientos de relatos que daban cuenta de la barbarie del conflicto, sin embargo, el proyecto adquirió una gran legitimidad y despertó una enorme expectativa entre las víctimas.


  El mismo día en que estaba incluido en la agenda de la comisión primera el proyecto, el presidente Uribe nos citó a todos los ponentes a Palacio y nos pidió excluir de él la indemnización administrativa a las víctimas de agentes del Estado. Según él, si esa disposición era aprobada, “los soldados no volverían a disparar un solo tiro”. Para esa época ya había salido a la luz pública el escándalo que se conoció bajo el nombre de “los falsos positivos”. Una vez se dio cuenta Uribe de que, al menos nosotros, no estábamos dispuestos a ceder, les dirigió la mirada a los ponentes de los partidos de gobierno y les dijo que había que modificar ese texto. De ahí en adelante la discusión en la Cámara se dio entre dos ponencias: la nuestra que mantenía el espíritu del proyecto aprobado en Senado, más las modificaciones originadas en las audiencias con las víctimas, y la ponencia de los representantes a la Cámara cercanos al gobierno que claramente desnaturalizaba el proyecto y ponía los derechos de las víctimas por debajo de los estándares internacionales en la materia. Uribe y sus aliados siempre insistieron en una versión asistencialista de la atención a las víctimas. Además, las discriminaban en consideración a su victimario. Para ellos eran más importantes las personas vejadas por las Farc, a quienes denominaban víctimas del terrorismo, que las de agentes del Estado.


  Uribe se negó deliberadamente a entender que los derechos de las víctimas surgían de las violaciones a los derechos humanos o al derecho internacional humanitario con independencia de quién sea el victimario, incluso más allá de que este haya sido identificado o judicializado. Para él esta ley significaba igualar a los terroristas y a los soldados. Argumento que siempre le hemos oído a propósito de sus críticas al acuerdo de paz.


  Como era de esperarse, la ponencia del uribismo obtuvo las mayorías, tanto en la comisión primera, como en la plenaria. El ministro Valencia Cossio lideró desde el gobierno nuestra derrota y la de las víctimas que, con frustración, observaron cómo el proyecto se despedazaba.


  Sólo hacía falta la conciliación de los textos de Senado y Cámara. Antes de ese trámite nos jugamos una última carta: hablamos con los presidentes de cada corporación, Hernán Andrade y Germán Varón, respectivamente, y gracias a ellos y a la actitud valerosa de algunos amigos del gobierno, logramos mayorías en la comisión de conciliación. Esta acogió el texto de Senado y lo radicamos rápidamente para tratar de evitar la reacción del gobierno. Cuando suponíamos que las plenarias acogerían dicho texto, como es costumbre en el Congreso, llegó una carta del ministro de Hacienda, Óscar Iván Zuluaga, en la que le pedía al Congreso archivar el proyecto de ley de reparación a las víctimas. Según él por razones fiscales, pero en el fondo se trataba de la incomodidad y la preocupación del gobierno porque el proyecto incluía a las víctimas de agentes del Estado. En junio de 2009, la plenaria del Senado sepultó la iniciativa a pesar de que en ella no habíamos incluido la expresión conflicto armado, buscando atenuar los ataques del gobierno. Las víctimas, según el texto que estuvo a punto de aprobarse, eran víctimas de la “violencia”.


  En el año 2010, Rafael Pardo, candidato a la Presidencia por el Partido Liberal planteó como una de sus propuestas centrales una política de reparación a las víctimas. En la primera vuelta obtuvo una precaria votación y pasaron a segunda vuelta Juan Manuel Santos, candidato del uribismo, y Antanas Mockus, candidato de la Alianza Verde. Santos se alzó con la victoria y su discurso de triunfo estuvo lleno de reconocimientos al entonces presidente Uribe. Al día siguiente de las elecciones, en medio de una mañana fría y triste, nos sentamos en una cafetería del barrio La Soledad de Bogotá a comentar los resultados. Nuestra desesperanza no podía ser mayor porque veíamos venir, no sólo otros cuatro años, sino ocho de continuidad del uribismo en el poder, porque asumíamos, tal y como ocurrió en el 2006 con Uribe, que en el 2014 Santos sería reelegido. Nuestra iniciativa a favor de los derechos de las víctimas no tendría ni siquiera la posibilidad de ser considerada. Esa mañana concluimos que nuestro papel, el uno como senador y el otro como representante a la Cámara, debería ser el de continuar en la oposición.


  A los pocos días, Rafael Pardo recibió una llamada del presidente electo Juan Manuel Santos, que lo invitó a conversar personalmente. Ese encuentro se dio muy pronto y Pardo nos sorprendió cuando nos contó que Santos le había expresado su interés en que el Partido Liberal hiciera parte de la coalición de gobierno. La invitación de Santos fue discutida en la bancada de senadores y representantes y la mayoría optó por aceptarla bajo dos condiciones: incluir en la agenda legislativa del nuevo gobierno la ley de víctimas y la ley de primer empleo. El presidente electo aceptó y una vez asumió el cargo anunció a través de su ministro del Interior, Germán Vargas Lleras, que la ley de víctimas sería una de las prioridades en la legislatura que estaba por iniciar.


  El proyecto de ley que se radicó fue en esencia el mismo que habíamos defendido durante los años 2008 y 2009. El propio presidente Santos, en un hecho inusual, lo radicó personalmente en el Congreso y ese mismo día expresó que “si esa iniciativa era aprobada habría valido la pena ser presidente”. El gran interés que el gobierno dejó ver en esta iniciativa propició un clima político favorable, muy distinto al que habíamos tenido que enfrentar en el pasado. Los congresistas que un año atrás nos habían enfrentado siguiendo las orientaciones de Uribe ahora nos apoyaban. Santos, con gran habilidad, logró conformar una amplia coalición con los partidos de la U, Conservador, Cambio Radical y el liberalismo. A esa coalición, para efectos de la ley de víctimas, se sumaron los congresistas de izquierda, de tal manera que los ministros Vargas Lleras y Juan Camilo Restrepo no tuvieron que hacer mayores esfuerzos. Siempre nos llamó la atención la presencia de un discreto asesor de la Presidencia de la República que seguía con mucho interés el desenlace de las discusiones de esa iniciativa. Su nombre era Sergio Jaramillo, desconocido por esos días para la opinión pública, pero quien en secreto ya jugaba un papel muy importante en lo que sería más adelante el proceso de paz.


  Luego de que el proyecto había hecho su tránsito por la Cámara y estaba próximo a iniciar el del Senado, recibimos una llamada telefónica del presidente Santos en la que, curiosamente, preguntaba por qué en el proyecto se hablaba de víctimas de la “violencia” y no del conflicto armado. Con cierta ironía le explicamos que esa había sido una exigencia del gobierno anterior para avanzar en las discusiones y que así lo habíamos dejado en el nuevo proyecto. Nos propuso entonces incluir en el texto un reconocimiento expreso a la existencia del conflicto armado y de inmediato aceptamos porque se trataba de nuestra propuesta original. En ese momento ignorábamos que se adelantaba la fase secreta de exploración de diálogos con las Farc. Cuando esta se hizo pública entendimos la razón por la cual Santos nos hizo tal solicitud. Si Santos nos había sorprendido invitándonos a formar parte de su coalición y brindándole un gran respaldo a la ley de víctimas, con esta propuesta nos parecía que era ideológicamente el más liberal de los presidentes de los últimos treinta años.


  En mayo de 2011 fue aprobado el proyecto que luego se convertiría en la cuota inicial del acuerdo de paz con las Farc.


  El 10 de junio de 2011 fue sancionada la ley en un imponente acto en el patio de armas de la Casa de Nariño. Asistieron cientos de víctimas de todo el país que recibían, por primera vez, el reconocimiento del Estado. Como invitado especial estuvo Ban Ki-moon, entonces secretario general de las Naciones Unidas.


  Para esa época, dada la favorabilidad con que Santos contaba y el enorme impulso que le dio a esta ley, el relato uribista que sostenía que no había conflicto armado en Colombia era superado por el relato de la reparación a las víctimas de este. De esa manera se abría paso un nuevo y muy importante capítulo para la historia de Colombia: el del proceso de paz con las Farc que finalmente condujo a un acuerdo de terminación del conflicto armado.
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CAPÍTULO I 
 Constituyente vs. plebiscito y fast track



  Desde el mismo día que se anunciaron formalmente las negociaciones de paz con las Farc en Oslo, en octubre del 2012, se sabía que una de las discusiones centrales en la mesa sería la definición del mecanismo para garantizar la refrendación y la implementación de un eventual acuerdo al que se llegara. La guerrilla más poderosa y antigua del continente tenía, entre ceja y ceja, la idea de que su desaparición como grupo armado debía conducir a Colombia a una Asamblea Nacional Constituyente. En su imaginario el Estado había convocado una constituyente y redactado una nueva Constitución en 1991 como resultado de sus negociaciones con un grupo guerrillero que, como el M-19 de la época, estaba reducido política y militarmente. ¿Cómo no hacerlo ahora para garantizar la desmovilización y desarme de una guerrilla diez veces más poderosa y con presencia en todo el territorio nacional? Partían ellos de una verdad bastante cuestionable, según la cual la convocatoria de una constituyente hacía parte de los acuerdos con el M-19. Eso no era cierto. Sin embargo, para las Farc resultaba inaceptable, en sus propias palabras, “que el M-19 tenga su constituyente y nosotros, no”. Exigencia equivocada frente a la cual, además, olvidaban que la constituyente del 91 fue elegida popularmente por el voto directo de los ciudadanos y su propuesta era la de una constituyente corporativa, cuya integración se definiría en el mismo acuerdo de paz. La posición de las Farc siempre fue rechazada por el gobierno Santos y nunca se llegó siquiera a discutir con seriedad en la mesa. A todas luces resultaba absolutamente inviable política y jurídicamente.


  En su lugar, el gobierno planteó la necesidad de una refrendación popular de los acuerdos utilizando alguno de los mecanismos de participación ciudadana contemplados en la Constitución del 91. Las Farc rechazaban esa posibilidad y se mantenían en su propia idea de la constituyente en las discusiones públicas. Curiosamente, quienes se oponían a los acuerdos señalaron que el gobierno cedería y entregaría su constituyente a las Farc, en la que se modificaría el modelo político, institucional y económico del país. Esa afirmación, como muchas otras de los opositores, resultó falsa. Con el proceso sucedía algo que a la postre influiría decisivamente en la opinión de los colombianos frente al acuerdo final. Sus más feroces contradictores denunciaban periódicamente grandes y escandalosas concesiones a la guerrilla que, al resultar falsas, eran reemplazadas por nuevos anuncios de catástrofes que, uno a uno, se iban cayendo ante la realidad de los hechos. Este caso de la constituyente es uno de los más dicientes, a pesar de que en algunos momentos el propio expresidente Álvaro Uribe parecía estar de acuerdo con la posibilidad de convocarla, eso sí, una muy distinta a la que las Farc tenían en su cabeza desde hacía veintiséis años, cuando decidieron no aceptar la oferta del gobierno de Gaviria de participar con cinco delegados en la Asamblea Nacional Constituyente del 91.


  Con la idea de la refrendación popular, y sin que las Farc apoyaran la iniciativa, se tramitó un proyecto de ley denominado “Referendo especial para la paz”, que permitía convocar a los colombianos a votar el acuerdo en una fecha que coincidiera con las elecciones regionales del 2015. El proyecto fue aprobado por el Congreso, avalado por la Corte Constitucional y sancionado el 26 de diciembre de 2014. Se quedaría en los anaqueles oficiales sin aplicar porque el acuerdo final no se suscribiría sino casi un año después de esas elecciones regionales, en septiembre del 2016. Al perderse la oportunidad de aprovechar los comicios del 2015 para refrendar el acuerdo, al interior del equipo de paz surgió la idea del plebiscito, complementado con un acto legislativo para definir un procedimiento rápido, abreviado y con timón del gobierno a la agenda de reformas constitucionales y legales que debía impulsarse una vez firmada la paz. Esta idea fue rechazada por las Farc con vehemencia por considerarla una iniciativa unilateral del gobierno, casi una imposición.


  Para septiembre del 2015, tras grandes cambios en la metodología de la negociación, se llegó al acuerdo sobre justicia y víctimas y desde entonces se comenzó a ver más cerca la posibilidad del acuerdo definitivo y la necesidad de discutir con mayor detenimiento las alternativas de refrendación y la mejor forma de implementar con celeridad las reformas constitucionales y legales necesarias. Empezó a tomar forma el plebiscito como mecanismo exclusivamente refrendatorio del acuerdo y la presentación de un acto legislativo que simplificara y abreviara los trámites en el Congreso de las normas, con el que se garantizara la letra y el espíritu del acuerdo. Las Farc seguían reticentes ante esta idea que, sin embargo, inició su trámite legislativo como una iniciativa parlamentaria liderada por el senador Roy Barreras, gran amigo y defensor del proceso. Al mismo tiempo se explicaba en La Habana y también en Bogotá, con Enrique Santiago y Álvaro Leyva, el contenido del acto legislativo, que después sería conocido por los colombianos como el fast track, que el gobierno había presentado sin llevarlo a la mesa, con la idea de perfeccionarlo en segunda vuelta entre marzo y junio de 2016. En una reunión en el apartamento de María Ángela Holguín avanzamos en la tarea de persuadir a Santiago de que esa era la mejor manera de garantizar con las mayorías en el Congreso una aprobación rápida de la legislación de paz, que a su vez garantizara la desmovilización y el desarme de las Farc. Comenzó a abrirse paso esa posibilidad que, finalmente, se aprobó en último debate el 1 de junio de 2016 en la plenaria de la Cámara de Representantes y tendría después serios tropiezos, incluida la derrota electoral, pero que posteriormente fue muy eficaz, especialmente en el primer semestre del 2017 cuando aún no estaba envenenado el ambiente político con el natural debilitamiento de las mayorías gubernamentales en un Congreso que siempre fue gran aliado del acuerdo de paz.


  Ese período de marzo a junio del 2016, previo a la firma del acuerdo final, era absolutamente clave para asegurar su implementación y no podíamos esperar a firmar la paz para empezar a estudiar cómo se refrendaría e implementaría. El proyecto de ley estatutaria del plebiscito especial para la paz ya había sido aprobado por el Congreso en diciembre del 2015 y se cambió el umbral de participación del 25% del censo electoral por un umbral de decisión del 13% que en la práctica era lo mismo. La senadora Claudia López, ferviente defensora de la paz a pesar de su oposición al gobierno en muchos otros temas, fue promotora de esta iniciativa. La aprobación del plebiscito especial no gustó para nada a las Farc, porque la consideraban una iniciativa unilateral del gobierno sin que hubiera sido discutida en la mesa de negociaciones, lo cual generó una nueva crisis. Paralelamente, se tramitaba el acto legislativo que creaba un procedimiento legislativo especial para la implementación normativa de los acuerdos de paz. Los dos finalmente serían aprobados y, al final, después de no pocos debates al interior del gobierno y con las bancadas que en el Congreso apoyaban el proceso, se definió que la aplicación del fast track dependería de la refrendación popular de los acuerdos, sin mencionar expresamente cuál mecanismo de participación ciudadana se utilizaría para tal fin. Recuerdo que antes de incluir en segunda vuelta la propuesta en el proyecto en trámite, la discutimos en el Ministerio del Interior con Humberto de la Calle y Sergio Jaramillo. Conscientes de que el procedimiento especial era inédito y audaz al reducir el número de debates para reformar la Constitución y expedir leyes y limitar las facultades del Congreso, consideramos que para asegurar su aprobación en la Corte Constitucional y garantizar que no se cayera en un juicio de sustitución de la Constitución, era importante vincular su aplicación a la refrendación. Santos se encontraba en Cartagena y lo llamamos desde el despacho con altavoz a exponer las razones para incluir ese artículo, en el que estábamos completamente de acuerdo. Así se hizo con la bendición final por parte del jefe de Estado, convencido como nadie de la necesidad de consultar a los colombianos el texto del acuerdo final de paz.


  Mientras tanto, en La Habana se debilitaba cada día más la posición radical de quienes insistían en que el camino era la constituyente, tanto para la refrendación de los acuerdos como para su implementación. El tiempo que ya se agotaba era el peor enemigo de esa posibilidad y cualquier convocatoria se cruzaba con la campaña presidencial, razón por la cual los opositores, sin límites para las mentiras, saldrían fácilmente a afirmar que la intención de Santos era alterar el calendario electoral para continuar en el poder, como efectivamente meses después algunos lunáticos del Centro Democrático sostuvieron sin ruborizarse. Con ese argumento y unas modificaciones al propio acto legislativo, las Farc, en privado, aceptaron, aunque siempre se opusieron a que se realizara el plebiscito. En esta materia hay que decir con claridad el gobierno impuso sus criterios y las Farc aceptaron a regañadientes. Después en la renegociación en La Habana cobrarían con sangre su oposición al plebiscito y no perderían oportunidad para recordar que ellos jamás habían estado de acuerdo con esa idea, afirmación rigurosamente cierta.


   


  Cónclave, acuerdo y plebiscito


  En junio de 2016 se llegó a un acuerdo esencial de Cese al Fuego y de Hostilidades Bilateral y Definitivo, con la definición de unas zonas en donde se concentrarían los distintos frentes de las Farc. Sin duda se trataba del fin de la guerra con esta organización subversiva. Los más de 7000 hombres de esta guerrilla se concentrarían en veintisiete puntos en todo el país que habían sido acordados con las propias fuerzas militares activas, cuya delegación la integraban cinco generales encabezados por Javier Flórez, gran oficial en la guerra contra la subversión y ahora comprometido con la reconciliación. En esta tarea cumplió un papel crucial, acompañando a los militares y a De la Calle y Jaramillo, la canciller María Ángela Holguín, quien se estrenó como nueva negociadora. A la firma del acuerdo de concentración de las Farc y cese bilateral del fuego asistió la comunidad internacional, encabezada por el propio Secretario General de la ONU. Para el mundo entero el caso de Colombia era ejemplo de un proceso de paz exitoso, en medio de tanto conflicto sin resolver. Ya para esa época el afán del presidente era evidente y, sin embargo, aún faltaba mucho para cerrar un acuerdo definitivo. Las Farc no eran conscientes de que el reloj se agotaba y, por alguna razón, de manera equivocada, creyeron que, frente a la trascendencia del acuerdo, seguramente sería posible un aplazamiento de las elecciones presidenciales que jamás se contempló por parte de Santos, quien condujo el proceso con un profundo apego y respeto a la institucionalidad.

OEBPS/Images/img_me_gusta_leer.jpg
megustaleer





OEBPS/Images/img_instagram.jpg





OEBPS/Images/img_facebook.jpg





OEBPS/Images/logo_PRHGE_mini.jpg
Penguin
Random House
GrupoEditorial





OEBPS/Images/img_twitter.jpg





OEBPS/Images/cubierta.jpg
JUAN FERNANDO CRISTO
GUILLERMO RIVERA

DISPAROS
ALA

La historia desconocida
de la implementacion del acuerdo

Prélogo de Daniel Coronell





OEBPS/Misc/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





